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2. Corte de Apelaciones - Derecho Penal

TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTRÓ-
PICAS.

ATENUANTE DE COLABORACIÓN SUSTANCIAL Y COOPERACIÓN EFICAZ 
DE LA LEY Nº 20.000. CONFIGURACIÓN DE UNA DE ELLAS EXCLUYE O 
DESPLAZA A LA OTRA POR UNA RELACIÓN DE ESPECIALIDAD.

Hechos

Tribunal de Juicio Oral en lo Penal dicta sentencia condenatoria por el delito de 
tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. Defensas de condenados 
recurren de nulidad, la Corte de Apelaciones rechaza los recursos deducidos.

Antecedentes del fallo:
Tipo: Recurso de nulidad (rechazado).
Tribunal: Corte de Apelaciones de Copiapó.
Rol: 130-2014.
Partes: “C/ Guillermo Madariaga Olivares y otros”.
Ministros: Sr. Francisco Sandoval Quappe, Sra. Mirta Lagos Pino, Sr. Pablo 
Krumm de Almozara y Sr. Antonio Ulloa Márquez.

Doctrina

En relación a la alegación de la defensa de (...), en relación a que la colabora-
ción sustancial del artículo 11 Nº 9 del Código Penal no es incompatible con la 
hipótesis de cooperación eficaz del artículo 22 de la Ley Nº 20.000, sin perjuicio 
de los argumentos esgrimidos por los falladores para considerar que sólo procedía 
favorecer a tal encausado con la cooperación eficaz, ya mencionada, a juicio de 
esta Corte, no existe yerro de derecho en el veredicto cuestionado, por cuanto, 
acorde con los hechos acreditados en el juicio y los presupuestos fácticos consi-
derados para configurar en este caso la atenuante del artículo 22 reconocida 
a los acusados (...) y (...), en la especie, entre ambas instituciones existe una 
relación sistemática, es decir, la configuración de una de ellas excluye o desplaza 
a la otra por una relación de especialidad, habiendo ambos sido beneficiados 
con la aminorante más favorable a ellos, aun cuando no puede desconocerse 
que existe jurisprudencia que ha reconocido conjuntamente la concurrencia de 
ambas circunstancias atenuantes, cuando la información proporcionada por 
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el acusado permitió el esclarecimiento del hecho punible (artículo 11 Nº 9 del 
Código Punitivo) y, adicionalmente, entregó otros datos con los que se pudo 
determinar la responsabilidad penal de una segunda persona por un delito “di-
ferente” de tráfico ilícito de estupefacientes (artículo 22 de la Ley Nº 20.000), 
cuyo no es el caso de autos (STJOP de Antofagasta (16.06.2003), causa RUC 
Nº 02000115907-3, Considerandos 10º y 11º) (considerando 6º de la sentencia 
de la Corte de Apelaciones).

Cita online: CL/JUR/3069/2014

Normativa relevante citada: Artículos 11 Nº 9 del Código Penal y 22 de la 
Ley Nº 20.000.

Concurso de atenuantes y reglas de determinación judicial de la pena. 
El caso del artículo 22 de la Ley Nº 20.000.

Mauricio Reyes López

Universidad de Chile

En el caso sujeto a examen, se interpuso un recurso de nulidad contra la 
sentencia dictada por el tribunal del juicio oral en lo penal en virtud del artículo 
373 letra b), señalando que dicho tribunal no aplicó la circunstancia atenuante 
del artículo 11 Nº 9 del Código Penal, y esgrimiendo que la atenuante antedicha 
no es incompatible con la establecida en el artículo 22 de la Ley Nº 20.000. En 
virtud de la sentencia en comento, la Corte de Apelaciones de Copiapó rechazó 
el recurso de nulidad interpuesto por considerar que no se configuraba en la es-
pecie la atenuante de colaboración sustancial en el establecimiento de los hechos, 
prevista en el artículo 11 Nº 9 del Código Penal. Asimismo, el tribunal de alzada 
señaló que, incluso de configurarse, se trata de una atenuante que se encuentra 
en una relación sistemática respecto de la del artículo 22 de la Ley Nº 20.000, que 
establece también una hipótesis de cooperación eficaz con el esclarecimiento de 
los hechos y que sí concurriría en la especie. 

La sentencia comentada incurre en varios errores lógicos. De partida, y asu-
miendo que la relación de especialidad descrita por la Corte sea correcta (adelanto 
que no lo es), no es posible ver cómo es que una de estas atenuantes se configura y 
la otra no, considerando que se trata de dos atenuantes que establecen supuestos 
de hecho equivalentes. O bien, si no establecen supuestos de hecho equivalentes 
(argumento que es la tesis central de la defensa) no se entiende en qué se pueda 
basar esa supuesta relación sistemática de especialidad: si las atenuantes no son 
recíprocamente equivalentes en lo relativo a sus supuestos de hecho, entonces son 
dos atenuantes distintas que reflejan razones diferentes para atenuar el concreto 
merecimiento de pena del autor y que, lógicamente, tienen que ser ponderadas por 
separado. Por otro lado, el tribunal señala haber aplicado la atenuante que era más 
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favorable a los condenados, pero no indica en ningún momento en virtud de qué 
criterio de solución de antinomias lo hace, y además contradice abiertamente su 
razonamiento anterior, en virtud del cual una de las atenuantes se configuraba y la 
otra no. Contradice, además, su afirmación en el sentido de que estas atenuantes se 
establecen en virtud de un criterio de especialidad. Si este último fuera aplicable, 
la atenuante de la Ley Nº 20.000 siempre debiera preferirse a la del Código Penal, 
puesto que aquella ley es especial respecto de ésta. La favorabilidad de aplicar una 
u otra atenuante no tiene influencia alguna en la determinación de la atenuante 
aplicable, bajo ningún respecto, a menos de que haya regla expresa, que no la hay.

Por otro lado, la Corte señala que la atenuante especial del artículo 22 de la 
Ley Nº 20.000 es lex specialis en relación al artículo 11 Nº 9 del Código Penal, la 
que sería lex generalis a su respecto. Esta afirmación no es sostenible en la medida 
que presuponga que ambas atenuantes contienen supuestos de hecho equivalentes, 
puesto que en ese caso estaríamos frente a una reiteración de la misma atenuante, 
merced a una técnica legislativa defectuosa. En caso que, en cambio, el tribunal 
considere que se trata de supuestos de hecho distintos, entonces la aplicación del 
pretendido criterio de especialidad que ésta ha señalado carece de fundamento. 
En consecuencia, o ambas atenuantes son diferentes o son redundantes. 

Para determinar la solución correcta al caso en comento, es preciso considerar 
más atentamente el tenor literal de las disposiciones relevantes. Pasemos a revisar 
qué es lo que señala. En primer lugar, el inciso 1º del artículo 22 de la Ley Nº 20.000 
establece no una, sino tres atenuantes alternativas: 1) cooperación eficaz con el 
esclarecimiento de los hechos; 2) cooperación eficaz con la identificación de los 
responsables; 3) cooperación eficaz que sirva para prevenir o impedir la comisión 
de otros delitos tipificados en la misma ley, siempre que sean de igual o mayor 
gravedad que el delito cometido por el autor. A la verificación de a lo menos una 
de esas hipótesis se subordina una rebaja obligatoria de pena de hasta dos grados, 
o de hasta tres grados en caso de que el delito cometido sea la hipótesis especial 
de asociación ilícita tipificada en el artículo 16 de la misma ley. En ese contexto, la 
única hipótesis que podría establecer el mismo supuesto de hecho que la atenuante 
del artículo 11 Nº 9, esto es, la colaboración sustancial con el esclarecimiento de 
los hechos, es la primera. La única diferencia entre ambas es el uso del adjetivo 
“eficaz” en el caso de la Ley Nº 20.000 y, en contraste, la utilización del término 
“sustancial” en el caso del Código Penal. La palabra “eficacia” según el Dicciona-
rio de la Real Academia de la Lengua Española, significa “capacidad de lograr el 
efecto que se desea o se espera”, que en el contexto de la ley no puede ser otro que 
“el esclarecimiento de los hechos”. Por su parte, la palabra “sustancial”, según el 
mismo diccionario, significa “que constituye lo esencial y más importante de algo”. 
Desde una perspectiva teleológica, la cercanía semántica entre ambos adjetivos es 
demasiado estrecha como para discernir una clara diferencia de contenido entre 
ambas atenuantes: en ambos casos, se requiere una vinculación causal directa entre 
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la cooperación entregada y el esclarecimiento de los hechos, en términos tales que 
el resultado exitoso de la investigación policial le sea objetivamente imputable a la 
colaboración prestada por el autor. Así las cosas, el razonamiento judicial vertido 
en la sentencia en comento, y que concluye que los presupuestos objetivos de una 
de las atenuantes concurren y los de la otra no, es insostenible. La única alternativa 
interpretativa consistente radica en reconocer que la primera hipótesis del artículo 
22 y la del artículo 11 Nº 9 del Código Penal son una única atenuante y que no 
se encuentran en relación de especialidad. Estamos, en consecuencia, ante una 
redundancia del legislador. 

Asimismo, el artículo 22 de la Ley Nº 20.000 establece en su inciso final una 
regla especial de determinación judicial de la pena, que regula las consecuencias 
derivadas del concurso entre alguna de las hipótesis previstas por el artículo 22 
inciso 1º de dicha ley con las atenuantes y agravantes establecidas en la Parte Gene-
ral del Código Penal y otras leyes penales comunes. En virtud de esta disposición, 
el legislador establece un proceso bifásico de determinación de la pena, en virtud 
del cual la atenuante especial del artículo 22 deberá ser ponderada conforme a 
las reglas generales de determinación judicial de la pena, pero sólo una vez que el 
juez haya determinado la consecuencia punitiva concreta a imponerse al autor en 
virtud de la ponderación de las atenuantes y agravantes comunes (en el caso en 
comento, la del artículo 11 Nº 9 del Código Penal). Se trata entonces de una regla 
complementaria de determinación judicial de la pena, la que opera en una fase 
posterior a la individualización de la pena que resulta de la aplicación de las reglas 
generales sobre ponderación de agravantes y atenuantes comunes, y que constituye 
una excepción expresamente prevista por el legislador, al régimen general de deter-
minación judicial de la pena. Ello significa que, en caso de concurrir la atenuante de 
cooperación sustancial con el esclarecimiento de los hechos prevista en el artículo 
11 Nº 9 del Código Penal, estamos o bien frente a una inexplicable redundancia 
legislativa que ha de ser completamente desoída a la hora de determinar la pena 
concreta, o bien ante una sobrevaloración legislativa del mérito de rebaja de pena 
de la atenuante ya señalada. Preferir la primera alternativa interpretativa conduce 
al resultado lógico de evitar la redundancia, pero al mismo tiempo implica ignorar 
la valoración efectuada por el legislador y reemplazarla por la del intérprete, lo que 
equivale a asumir que el legislador obra ciegamente (¿por qué regular una misma 
atenuante dos veces?). Al margen de la legítima diversidad de opiniones en torno 
a la conveniencia político-criminal de una regla como ésta, la única interpretación 
congruente con el principio de sujeción a la ley implica aceptar la redundancia 
legislativa y aplicar las reglas tal como están escritas. Ignorar una atenuante común, 
a la que se le asigna una determinada consecuencia, sólo porque una atenuante 
especial, a la que se le asigna una consecuencia distinta, contiene el mismo supuesto 
de hecho, implica ir más allá del tenor literal posible del inciso final del artículo 
22 ya citado y, de ese modo, subvertir la voluntad legislativa: si el legislador ha 



Tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas

255Revista de Ciencias Penales
Sexta Época, Vol. XLI, Nº 3 (2014), Páginas 251 - 256

querido sobrevalorar el mérito de rebaja de la pena concreta de una circunstancia 
atenuante determinada, es cosa del legislador. Desde luego, ello no implica que 
una operación similar proceda en caso de concurso de agravantes, debido a que la 
doble valoración del mérito de agravación de la pena atentaría contra la prohibición 
constitucional de castigos múltiples (ne bis in ídem). Tratándose de atenuantes, el 
legislador es libre de sobrevalorar todo lo que quiera. 


